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EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

In re:

Ramdén A. Cacho Pérez TS-7,909

PER CURIAM

San Juan, Puerto Rico, a 26 de enero de 2017.

Le corresponde a este Tribunal ejercer
nuevamente su facultad inherente de regular la
profesidén y, de esa forma, suspender inmediata e
indefinidamente del ejercicio de la abogacia a un
letrado, por razén de su incumplimiento con 1los
requisitos del Programa de Educacidén Juridica
Continua vy por desatender 1los requerimientos
emitidos por este Tribunal. Veamos.

I

El Lcdo. Ramdn A. Cacho Pérez (licenciado

Cacho Pérez) fue admitido al ejercicio de 1la

abogacia el 25 de enero de 1985 y a la préactica
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de la notaria el 9 de julio del mismo afio. En esencia,
el asunto ante nuestra consideracidén se remonta a marzo
de 2011, cuando la entonces Directora del Programa de
Educacidén Juridica Continua (PEJC) nos informé que el
licenciado Cacho Pérez dincumplidé con los requisitos
reglamentarios para el periodo de 2007-2008. Asimismo,
indicé que éste no pagd la cuota por cumplimiento tardio
ni comparecié a la vista a la que fue citado para
explicar la razdn de su incumplimiento.

Examinada la comparecencia del PEJC, el 12 de abril
de 2011, emitimos una Resolucidén mediante la cual le
concedimos al letrado un término de veinte dias para que
mostrara causa por la cual no debia ser suspendido de la
abogacia por incumplir con los requisitos de educacién
juridica continua y por no contestar los requerimientos
del PEJC. Se le apercibidé que el incumplimiento con el
término conferido conllevaria la suspensidén automatica
de la profesiédn.

En respuesta, el 3 de mayo de 2011, el licenciado
Cacho Pérez comparecidé mediante Mocidn informativa y de
solicitud de baja voluntaria del ejercicio de la
abogacia y de la notaria. En lo pertinente, expresd que
la razén de su incumplimiento con los requisitos del
PEJC era atribuible a su deseo de retirarse
voluntariamente de la abogacia, para dedicarse a otros
asuntos. Indicdé que su incumplimiento no habia causado

dafios, toda vez que no practicaba la abogacia ni 1la
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notaria por aproximadamente cuatro afios. Sefiald que su
objetivo era retirarse de la abogacia de forma
responsable, preservando su reputacién. Asi las cosas,
solicitdé que le concediéramos la baja voluntaria de 1la
abogacia y la notaria.

Atendida la mocién del licenciado Cacho Pérez, el
20 de junio de 2011, dictamos una Resolucidén en la cual
le concedimos un término de sesenta dias para que
presentara una certificacidén del PEJC con relacidén a la
subsanacién de las deficiencias sefialadas. Ademéds, se le
apercibié que su incumplimiento con lo requerido podia
conllevar la imposicidén de sanciones disciplinarias.
Ante ello, el 25 de agosto de 2011, el licenciado Cacho
Pérez comparecié mediante Mocidén en cumplimiento de
Resolucién 'y de solicitud de baja voluntaria del
ejercicio de la abogacia y de la notaria. En esencia,
repitié las razones para su incumplimiento con 1los
requisitos del PEJC y reiterd su deseo de retirarse
voluntariamente de la abogacia y la notaria.

Evaluada la mocidén, el 26 de octubre de 2011,
dictamos una Resolucidén mediante la cual le concedimos
al abogado un término de diez dias para que acreditara
el inicio de los trémites de cesacidén ante la Oficina de
Inspeccidén de Notarias (ODIN). Tras varias concesiones
de prérrogas, el 12 de marzo de 2012, el 1licenciado
Cacho Pérez presentd una Mocidn en cumplimiento de

Resolucidén 'y de solicitud de baja voluntaria del
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ejercicio de la abogacia y de 1la notaria. En ésta,
reprodujo las razones para su incumplimiento con 1los
requisitos del PEJC e indicdé que comenzd el proceso de
cesacidén de la notaria. Ademds, nuevamente solicitd que
le concediéramos la baja voluntaria.

Tras examinar el escrito del letrado, el 3 de abril
de 2012, le otorgamos un término de veinte dias a la
ODIN para gque expusiera su posicidén. En el término
dispuesto, la ODIN comparecid® mediante Mocidn en
cumplimiento de Resolucidn. En ésta, expresd que tan
pronto el licenciado Cacho Pérez pusiera a disposicidn
la obra notarial bajo su custodia, se inspeccionaria la
misma y se rendiria el correspondiente informe de
cesaciédn.

Posteriormente, el 27 de enero de 2016, la entonces
Directora del PEJC comparecid mediante Mociodn
informativa. En lo pertinente, informé que el licenciado
Cacho Pérez no cumplidé con los requisitos del programa
para los periodos de 2007-2008, 2009-2010, 2011-2012 vy
2013-2014, los cuales vencieron luego de que el primer
periodo fuera referido a este Tribunal. Ademés, sefiald
que el letrado tampoco realizd el pago de las multas por
cumplimiento tardio para los referidos periodos.

Luego de evaluar la mocidn presentada por el PEJC,
el 29 de abril de 2016, emitimos una Resolucidn en la
cual le ordenamos al licenciado Cacho Pérez que en un

término de treinta dias mostrara causa por la cual no
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debiamos suspenderlo de la abogacia por su
incumplimiento con los requisitos del PEJC y con nuestra
Resolucién de 20 de junio de 2011. Le reiteramos gue no
autorizariamos su solicitud de baja voluntaria hasta
tanto cumpliera con los requisitos del PEJC. A su vez,
le apercibimos que el incumplimiento con 1lo ordenado
podria conllevar la suspensién inmediata e indefinida de
la abogacia.

Asi las cosas, el 31 de mayo de 2016, el licenciado
Cacho Pérez presentdé un escrito intitulado Mociodn
explicando causa de incumplimiento. En sintesis, se
limité a detallar diversas situaciones personales dque
provocaron su incumplimiento con los requisitos del
PEJC. A base de ello, expresdé que existe Justa causa
para conceder el diferimiento con los requisitos del

PEJC o su total exoneracién.’

lcabe destacar que el 17 de noviembre de 2016, el
Director de la Oficina de Inspeccidén de Notarias (ODIN)
presentdé ante este Tribunal un escrito intitulado
Informe sobre incumplimiento en la correccidén de
deficiencias notificadas. En lo pertinente, informd que
transcurridos mas de cuatro afios del trédmite ordenado
por este Tribunal en el 2011 con relacidén a la cesacidn
del ejercicio de la notaria del Lcdo. Rambén A. Cacho
Pérez, ese proceso no se habia finiquitado. Ello
respondidé a que el letrado finalmente entregd su obra
protocolar el 5 de octubre de 2015. El1 Director de 1la
ODIN también indicdé que tras la evaluacidn de la obra
protocolar se encontraron varias deficiencias, entre las
que se destaca una deuda arancelaria de $12,643.00. Tras
requerirle al licenciado Cacho Pérez gque subsanara las
deficiencias sefialadas, éste incumplid® reiteradamente
con las o6rdenes de la ODIN. Asi las cosas, el Director
de la ODIN solicita que le ordenemos al licenciado Cacho
Pérez subsanar las deficiencias encontradas,
particularmente la deuda arancelaria. Asimismo, suplica
que le impongamos al letrado una sancidén econdmica de
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IT
Sabido es que nuestro Cédigo de Etica Profesional
contiene las normas minimas de conducta que deben regir
a todos los miembros de la abogacia en el desempefio de

sus funciones. In re Figueroa Cortés, res. el 30 de

junio de 2016, 2016 TSPR 202, 196 DPR (2016); In re

De JesUs Roman, 192 DPR 799, 802 (2015). En 1lo que

respecta a los deberes de los letrados y las letradas
para con la sociedad, el aludido cbédigo impone la
responsabilidad de “realizar esfuerzos para lograr vy
mantener un alto grado de excelencia y competencia en su
profesidén a través del estudio y la participacidén en
programas educativos de mejoramiento profesional”. Canon
2 del Cédigo de Etica Profesional, 4 LPRA Ap. IX, C. 2;

véanse, ademéds, In re Ward Llambias, res. el 29 de abril

de 2016, 2016 TSPR 83, 195 DPR (2016) . Cbébnsono con
este deber, todo miembro de la profesién juridica debe
cumplir con los requisitos establecidos en el Reglamento

del PEJC, 4 LPRA Ap. XVII-E. Véase, ademés, In re

Enmdas. R. Educ. Jur. Cont., 193 DPR 233 (2015); In re

Ortiz Soto, res. el 1 de noviembre de 2016, 2016 TSPR

226, 196 DPR (20106) .
En reiteradas ocasiones, este Tribunal se ha wvisto

obligado a suspender a abogados y abogadas que

desatienden los requerimientos del PEJC e incumplen con

$500 por su reiterado incumplimiento con las o6rdenes de
la ODIN y le apercibamos que su incumplimiento con 1o
ordenado podria conllevar la suspensidén de la notaria.
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las horas crédito de educacidén continua requeridas. In

re Ortiz Soto, supra; In re Ward Llambias, supra; In re

Alvarez Westwood et als., res. el 14 de marzo de 2016,

2016 TSPR 46, 194 DPR (2016); In re Arroyo Acosta,

192 DPR 848, 852 (2015); In re Rivera Trani, 188 DPR

454, 459-460 (2013). De esta forma, hemos sefalado
repetidamente que la desidia y 1la dejadez ante los
requerimientos del PEJC, no solo constituye un gasto de
recursos administrativos para el programa, sSino dque
también refleja una patente falta de compromiso con el
deber de excelencia y competencia que impone el Canon 2
del Cédigo de Etica Profesional, 4 LPRA Ap. IX, C. 2.

En armonia con lo anterior, hemos advertido a los
miembros de la profesidén Jjuridica que es su deber
contestar con diligencia los requerimientos de este

Tribunal vy acatar nuestras Ordenes. In re Figueroa

Cortés, supra; In re Rivera Trani, supra, pag. 460. Ello

pues, desatender nuestros requerimientos es incompatible
con la préctica de la profesidén, toda vez que constituye
una transgresién al Canon 9 del Cbédigo de Etica
Profesional y menoscaba nuestra facultad inherente de
regular la profesidén Juridica. Canon 9 del Cdbébdigo de
Etica Profesional, 4 LPRA Ap. IX, C. 9; véanse, ademis,

In re Figueroa Cortés, supra; In re Ward Llambias,

supra; In re Arroyo Acosta, supra, pag. 852; In re De

Jesus Roméan, supra, pag. 803; In re Rivera Trani, supra,

pag. 46l. En consecuencia, tal conducta conlleva la
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separacidén inmediata e indefinida del ejercicio de la

abogacia. Véanse In re Ortiz Soto, supra; In re Figueroa

Cortés, supra; In re Ward Llambias, supra; In re Arroyo

Acosta, supra, pag. 852; In re De JesUs Romén, supra,

pag. 803; In re Rivera Trani, supra, pag. 461.

Examinada la normativa pertinente, ©procedemos a
exponer nuestro criterio con relacién al asunto gque nos
ocupa.

ITI

Conforme indicamos, el expediente ante nuestra
consideracién demuestra que el licenciado Cacho Pérez
reiteradamente incumplid® con 1los requisitos del PEJC
desde el 2007, sin Jjustificacidén alguna. En sus
comparecencias ante este Tribunal, se limitdé a exponer
meras circunstancias personales que, segun alega,
constituyen “justa causa” para incumplir con los
requisitos del PEJC. Es mas, en su Ultima comparecencia
ni siquiera solicité un término o prdérroga para cumplir
con los requisitos de educacidén Jjuridica continua, segln
ordenado por este Tribunal. Tal incumplimiento, de por
si, constituye causa suficiente para que lo suspendamos
inmediata e indefinidamente del ejercicio de la
abogacia.

Ahora bien, el letrado también incurridé en otras
faltas éticas, a saber: (1) no comparecidé oportunamente
ante el PEJC cuando le fue requerido, y (2) no cumplid

con la Resolucidén emitida el 20 de junio de 2011, en la
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cual le ordenamos que presentara una certificacidn
expedida por el PEJC que demostrara la subsanacidén de
los incumplimientos sefialados.

A pesar de lo anterior, el licenciado Cacho Pérez
solicita repetidamente que le otorguemos una baja
voluntaria de la profesidén. Ello, aunque le reiteramos
que no la autorizariamos hasta tanto cumpliera con los
requisitos del PEJC. Ante el escenario descrito, procede
denegar su solicitud. Lo contrario conllevaria premiar
un incumplimiento reiterado a nuestras normas éticas. Es
decir, conceder su peticién tendria el peligroso efecto
de soslayar un dictamen ético cuando la evidencia dque
obra en el expediente demuestra una clara y reiterada
inobservancia con los preceptos éticos que rigen la
profesidén Jjuridica. Por ello, no podemos avalar tal
solicitud, pues a todas luces no nos parece meritoria.

Evidentemente, el licenciado Cacho Pérez ignorod
tanto nuestros requerimientos como los del PEJC. Con esa
actitud de indiferencia y desatencidén, pretende echar a
un lado nuestros reiterados pronunciamientos en 1o
concerniente al deber vy obligacidén ineludible de todo
letrado vy letrada de responder diligentemente a las
6rdenes emitidas por este Tribunal y el PEJC.

Ante ese cuadro, nos vemos obligados a ejercer
nuestra facultad inherente de regular la profesién vy,
por consiguiente, suspender inmediatamente del ejercicio

de la abogacia al licenciado Cacho Pérez.
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IV
Al amparo de los fundamentos enunciados,
suspendemos inmediata e indefinidamente del ejercicio de
la abogacia al Lcdo. Ramédn A. Cacho Pérez.
En consecuencia, se le impone al sefior Cacho Pérez

el deber de notificar a todos sus clientes sobre su

inhabilidad para continuar representandolos, y
devolverles cualesquiera honorarios recibidos por
trabajos no realizados. De igual forma, tendrd que

informar inmediatamente de su suspensidén a cualquier
sala del Tribunal General de Justicia o foro
administrativo en el que tenga algun caso pendiente.
Deberda acreditar vy certificar ante este Tribunal el
cumplimiento con 1lo anterior, dentro del término de
treinta dias contados a partir de la notificacidén de la
presente Opinidén Per Curiam y Sentencia.

El Director de la ODIN mantendrd bajo su custodia
la obra y el sello notarial del sefior Cacho Pérez, y la
examinard para rendir el correspondiente informe a este
Tribunal. Advertimos al sefior Cacho Pérez que el
presente dictamen ético no le exime de atender las
deficiencias sefialadas por la ODIN a su obra notarial,
por lo que se le ordena subsanarlas.

Notifiquese personalmente esta Opinidén Per Curiam y
Sentencia al Sr. Rambébn A. Cacho Pérez por la Oficina del
Alguacil de este Tribunal.

Se dictaréd sentencia de conformidad.



EN EL TRIBUNAL SUPREMO DE PUERTO RICO

In re:

Ramén A. Cacho Pérez TS-7,9009

SENTENCIA
San Juan, Puerto Rico, a 26 de enero de 2017.

Por las razones expuestas en la Opinidn Per
Curiam que antecede, la cual se hace formar
parte de la presente Sentencia, se suspende
inmediata e indefinidamente del ejercicio de 1la
abogacia al Lcdo. Rambén A. Cacho Pérez.

En consecuencia, se le impone al sefior
Cacho Pérez el deber de notificar a todos sus
clientes sobre su 1inhabilidad para continuar
representandolos, y devolverles cualesquiera
honorarios recibidos por trabajos no realizados.
De igual forma, tendré que informar
inmediatamente de su suspensidén a cualquier sala
del Tribunal General de Justicia o) foro
administrativo en el que tenga algin caso
pendiente. Deberd acreditar y certificar ante
este Tribunal el cumplimiento con lo anterior,
dentro del término de treinta dias contados a
partir de la notificacidén de la presente Opinidn
Per Curiam y Sentencia.

El Director de la ODIN mantendrd bajo su
custodia la obra y el sello notarial del sefior
Cacho Pérez, vy la examinard para rendir el
correspondiente informe a este Tribunal.
Advertimos al sefior Cacho Pérez que el presente
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dictamen ético no le exime de atender las deficiencias
seflaladas por la ODIN a su obra notarial, por lo gque se
le ordena subsanarlas.

Notifiquese personalmente esta Opinidén Per Curiam y
Sentencia al Sr. Ramén A. Cacho Pérez por la Oficina del
Alguacil de este Tribunal.

Lo pronuncié, manda el Tribunal y certifica el
Secretario del Tribunal Supremo. La Juez Asociada sefiora
Rodriguez Rodriguez no intervino. El Juez Asociado sefior
Feliberti Cintrdén no interviene.

Juan Ernesto Davila Rivera
Secretario del Tribunal Supremo



